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Kontratu Errekurtsoen Foru Organo Administriboa
Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales



	Erref / Ref: Recurso Especial de XXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX contra la adjudicación del contrato de servicios profesionales para el asesoramiento y la defensa jurídica y judicial del Área del Menor y Familia del Instituto Foral de Bienestar Social.
Recurso extraordinario de revisión de XXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX frente a la Resolución 38/2025, de 31 de octubre, que ha puesto término al recurso especial
Esp Zenb / Nº exp: 2025/15
	 
	




RESOLUCION 2/2026
En Vitoria-Gasteiz, a 10 de febrero de 2026.
El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en relación con la solicitud, calificada de recurso extraordinario de revisión, formulada el día 13 de noviembre de 2025 por XXXXXXXXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, contra la Resolución n.º 38/2025, de 31 de octubre, que estimó el recurso n.º de expediente 2025/15 interpuesto por XXXXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX contra el Acuerdo de 19 de junio de 2025, del Consejo de Administración del Instituto Foral de Bienestar Social, de “Adjudicación del expediente de contratación de los servicios profesionales para el asesoramiento y la defensa jurídica y judicial del Área del Menor y Familia” del mencionado Instituto Foral (expte. 2/2024).
Son partes en el recurso extraordinario de revisión: como RECURRENTES, XXXXXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX y, como RECURRIDAS, el INSTITUTO FORAL DE BIENESTAR SOCIAL (IFBS), siendo el órgano de contratación el Consejo de Administración del mismo Instituto Foral, y XXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX.
Vista la solicitud formulad, este Órgano efectúa las siguientes consideraciones:

ANTECEDENTES DE HECHO

1º. Mediante Acuerdo de 1 de agosto de 2024, el Consejo de Administración del IFBS determinó la necesidad de contratar y aprobó el expediente de contratación de los servicios profesionales para el asesoramiento y la defensa jurídica y judicial del área del Menor y Familia del IFBS, a tramitar como procedimiento abierto, con un presupuesto base de licitación de 242.000 € (IVA incluido) y un valor estimado de 500.000 € (IVA excluido).
[bookmark: _Hlk69195781]2º. Por Acuerdo de 19 de junio de 2025, el Consejo de Administración del IFBS excluyó de la licitación la oferta presentada por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX (con el compromiso de constitución en unión temporal de empresarias, en su caso), “por incurrir en un defecto no subsanable que afecta a su capacidad técnica para ejecutar adecuadamente el objeto del contrato: incumplir los requisitos técnicos exigidos en el Pliego de Prescripciones técnicas, en concreto, por no haber acreditado la licitadora la capacidad técnica requerida en el PPT apartado 3.1 Medios Humanos”. La misma resolución adjudicó el contrato a la empresa Arribas Lajo SC.
El Acuerdo de 19 de junio de 2025 fue notificado a las hoy recurrentes el día 20 de junio de 2025.
3º. El 10 de julio de 2025 tiene entrada en el Registro Electrónico Común el escrito de interposición de recurso especial en materia de contratación presentado por XXXXXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en impugnación del acto de adjudicación y solicitando que se declare la nulidad del mismo, se acuerde la retroacción de las actuaciones al momento inmediatamente anterior a la exclusión de las recurrentes, se ordene al órgano de contratación la formulación de propuesta de adjudicación a favor de las mismas recurrentes y, subsidiariamente, se les permita subsanar la acreditación de los requisitos técnicos a que se refiere el punto 8.3 del Pliego de Prescripciones Técnicas del Contrato.
4º. Se ha dado traslado del recurso al órgano de contratación, con solicitud del expediente y del informe correspondiente, en cumplimiento de lo previsto en el art. 56.2 LCSP, informe que se recibió el día 16 de julio de 2025 en el Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales, proponiendo la desestimación del recurso.
5º. Asimismo, se dio traslado del recurso al resto de interesados, es decir, a los ahora solicitantes XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX en cumplimiento de lo previsto en el art. 56.3 LCSP, otorgándoles un plazo de cinco días hábiles para formular alegaciones.
Realizadas las oportunas gestiones administrativas, se constata que los interesados presentaron el día 22 de julio de 2025 escrito de alegaciones en el Registro Electrónico General de la Diputación Foral de Álava, escrito que, sin embargo, no fue derivado a este Órgano Foral, de manera que no fue incorporado al expediente del recurso especial ni considerado a los efectos de dictar la resolución que puso término al mismo y que se indica en el siguiente antecedente 7º.
6º. Con fecha 1 de agosto de 2025 este Órgano Administrativo Foral dictó la Resolución 26/2025 acordando la suspensión del procedimiento de contratación hasta tanto se resolviera sobre el fondo del recurso especial, resolución que fue notificada seguidamente a las partes.
7º. Con fecha 31 de octubre de 2025 este Órgano Administrativo Foral dictó la Resolución 38/2025 estimando el recurso especial interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXXX XXXXXXX del recurso especial, resolución que fue notificada seguidamente a las partes.
8º. El 13 de noviembre de 2025 tiene entrada en el Registro Electrónico Común escrito presentado XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX por el que comunican que, al contrario de lo que expresaba el antecedente 5º de la Resolución 38/2025, de 31 de octubre, el día 22 de julio de 2025 formularon alegaciones en el procedimiento de recurso especial 2025/15 y, en consecuencia, solicitan que se dicte nueva resolución que declare que la Resolución 38/2025 ha incurrido en error de hecho y, en definitiva, considerando las alegaciones presentadas, desestime el recurso especial interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX.
9º. El día 20 de noviembre de 2026 se ha dado traslado de la solicitud identificada en el antecedente anterior a los interesados. El día 26 de noviembre de 2026 XXXXXXXXXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX han presentado escrito de alegaciones solicitando, con carácter principal, la inadmisión de la solicitud presentada por XXXXXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXX y, subsidiariamente, su desestimación. Todo ello con fundamento en que, en primer lugar, la Resolución 38/2025, de 31 de octubre, pone fin, según expresan, a la vía administrativa, por lo que no cabe recurso administrativo contra la misma; y, en segundo lugar, en que la omisión, por parte de este Órgano Foral, de la consideración de las alegaciones presentadas en su momento por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX no causa a éstos indefensión material.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Es objeto del presente procedimiento la solicitud formulada el 13 de noviembre de 2025 por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX identificada en el anterior antecedente 8º. De acuerdo con lo expuesto en el mismo antecedente, la solicitud persigue, en primer lugar, la subsanación de lo que los solicitantes califican de “error de hecho” en el que, a su modo de ver, ha incurrido la Resolución 28/2025, de 31 de octubre, en su antecedente 5.º, según el cual, los solicitantes no formularon alegaciones en el trámite de audiencia abierto en el curso del recurso especial 2025/15. Pretenden también, como se ha expuesto, previa incorporación de las alegaciones efectivamente formuladas el día 22 de julio de 2025 y a la vista de las mismas, la íntegra desestimación del recurso especial.
Como se expone más adelante, la solicitud será calificada como recurso extraordinario de revisión.
SEGUNDO.- Comoquiera que la cuestión planteada tiene por objeto la revisión, en sentido amplio, de una resolución de recurso especial, la competencia para conocer de la misma corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en los artículo 59.3 de la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP) y 106 y siguientes de la Ley de Procedimiento Administrativo Común (LPAC). Todo ello en relación con lo establecido en relación con el recurso especial en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral 44/2010, de 28 de septiembre, del Consejo de Gobierno Foral, que aprueba la creación del Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales, cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “Corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.”
TERCERO.- Cualquiera que sea la forma en que se califique la solicitud presentada, la misma debe entenderse formulada en plazo, atendiendo a los que se establecen para cada tipo de medio de revisión en los artículos 106 y siguientes LPAC.
CUARTO.- Las personas solicitantes ostentan la misma legitimación que les corresponde en relación con el recurso especial de acuerdo con el artículo 48 de la LCSP.
QUINTO.- La solicitud objeto del presente procedimiento plantea, como primera cuestión, la de su calificación jurídica, que deberá ser examinada conforme a lo que establece el artículo 115.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de la Administraciones Públicas (LPAC), según el cual, “El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter”.
Y ello a la luz del principio pro actione, que exige, como subraya la jurisprudencia del Tribunal Supremo, interpretar las normas procesales de manera que se favorezca el acceso a la tutela judicial efectiva y se evite el rigorismo formalista que pueda conducir a la inadmisión de recursos por errores no sustanciales (en este sentido, entre otras, la Sentencia del TS n.º 729/2022, de 14 de junio). Este principio es especialmente relevante cuando el error de calificación podría suponer la inadmisión del recurso y, por tanto, la privación de la tutela efectiva.
SEXTO.- Debe considerarse, en primer lugar, la posibilidad de encauzar la solicitud formulada como rectificación de errores, pues, ciertamente, el mismo artículo 59 LCSP establece el párrafo 2º de su apartado 3, en línea con lo dispuesto en el artículo 109.2 LPAC, que “Los órganos competentes para la resolución del recurso podrán rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos, incluida la resolución del recurso”.
No obstante, en relación con los requisitos que permiten acudir al trámite de rectificación de errores, expone la Sentencia del Tribunal Supremo 2.941/1992, de 28 de septiembre (R. 1508/1990), confirmada por otras posteriores que 
La doctrina jurisprudencial de esta Sala, plasmada, entre otras, en las Sentencias de 18 de mayo de 1967, 24 de marzo de 1977, 15 y 31 de octubre y 16 de noviembre de 1984; 30 de mayo y 18 de septiembre de 1985; 31 de enero, 13 y 29 de marzo, 9 y 26 de octubre y 20 de diciembre de 1989 y 27 de febrero de 1990, tiene establecido que el error material o de hecho se caracteriza por ser ostensible, manifiesto e indiscutible, implicando, por sí solo, la evidencia del mismo, sin necesidad de mayores razonamientos, y exteriorizándose prima facie por su sola contemplación (frente al carácter de calificación jurídica, seguida de una declaración basada en ella, que ostenta el error de Derecho), por lo que, para poder aplicar el mecanismo procedimental de rectificación de errores materiales o de hecho, se requiere que concurran, en esencia, las siguientes circunstancias: 1.º que se trate de simples equivocaciones elementales de nombres, fechas, operaciones aritméticas o transcripciones de documentos; 2.º que el error se aprecie teniendo en cuenta exclusivamente los datos del expediente administrativo en el que se advierte; 3.º que el error sea patente y claro, sin necesidad de acudir a interpretaciones de normas jurídicas aplicables; 4.º que no se proceda de oficio a la revisión de actos administrativos firmes y consentidos; 5.º que no se produzca una alteración fundamental en el sentido del acto (pues no existe error material cuando su apreciación implique un juicio valorativo o exija una operación de calificación jurídica); 6.º que no padezca la subsistencia del acto administrativo (es decir, que no se genere la anulación o revocación del mismo, en cuanto creador de derechos subjetivos, produciéndose uno nuevo sobre bases diferentes y sin las debidas garantías para el afectado, pues el acto administrativo rectificador ha de mostrar idéntico contenido dispositivo, sustantivo y resolutorio que el acto rectificado, sin que pueda la Administración, so pretexto de su potestad rectificatoria de oficio, encubrir una auténtica revisión, porque ello entrañaría un fraus legis constitutivo de desviación de poder), y 7.º que se aplique con un hondo criterio restrictivo.
En el presente caso, basta considerar que la solicitud objeto de examen pretende expresamente, no sólo la rectificación de un simple y supuesto “error de hecho”, sino, principalmente, la revisión de la Resolución 38/2025, de 31 de octubre, para concluir que su tratamiento excede ampliamente el ámbito propio de la rectificación de errores.
SÉPTIMO.- Debe tenerse en cuenta, en segundo lugar, que el artículo 59 LCSP excluye la posibilidad de tramitar el escrito de alegaciones como solicitud de revisión de oficio de la resolución cuando establece en su apartado 3. que “No procederá la revisión de oficio de la resolución ni de ninguno de los actos dictados por los órganos competentes para la resolución del recurso”.
OCTAVO.- En cuanto a la consideración de la solicitud presentada como recurso, debe tenerse en cuenta que las resoluciones que ponen término al procedimiento de recurso especial son firmes en vía administrativa, por lo que no son susceptibles de recurso administrativo ordinario (reposición en nuestro caso). Dispone, en este sentido, el artículo 59 de la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP) que “Contra la resolución dictada en este procedimiento solo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo conforme a lo dispuesto en el artículo 10, letras k) y l) del apartado 1 y en el artículo 11, letra f) de su apartado 1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa”.
NOVENO.- Resta, finalmente, calificar la solicitud formulada como recurso extraordinario de revisión, pues, conforme a lo establecido en el artículo 113 LPAC, “Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 125.1”.
Y, según el artículo 125 LPAC, “Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión ante el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente […]”.
No obstante, debe analizarse la admisibilidad del recurso extraordinario de revisión contra las resoluciones de este Órgano Foral de Recursos Contractuales dictadas en procedimientos de recurso especial en materia de contratación. Y, en este sentido, cabe afirmar como doctrina generalizada de los tribunales administrativos de recursos contractuales que el mismo no cabe frente a este tipo de resoluciones (así, Resolución 305/2021, de 27 de agosto, del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía; Acuerdo 4/2016, de 14 de enero, del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra; Resolución 47/2016, de 22 de enero, del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales; y Resolución 185/2015, de 20 de febrero, del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón).
Según la Resolución 305/2021, de 27 de agosto, del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía,
En cuanto al efecto de estas resoluciones, indica el artículo 59 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), en su apartado 1, que “Contra la resolución dictada en este procedimiento solo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo conforme a lo dispuesto en el artículo 10, letras k) y l) del apartado 1 y en el artículo 11, letra f) de su apartado 1, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa” -tal como se indica en el pie de recurso de la resolución impugnada- añadiendo en su apartado 3, que "No procederá la revisión de oficio de la resolución ni de ninguno de los actos dictados por los órganos competentes para la resolución del recurso.
También comparte esta doctrina las Resoluciones del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales: 47/2016, de 22 de enero, 200/2016, de 11 de marzo, 82/2017, de 27 de enero, 319/2017, de 31 de marzo y 96/2018, de 2 de febrero, manifestando esta última en concreto que «Así pues, contra las resoluciones de este Tribunal “sólo cabe la interposición del correspondiente recurso contencioso-administrativo”. No procede la revisión de oficio y se debe entender también que el recurso extraordinario de revisión entra dentro de la exclusión general de todos los recursos, salvo el contencioso administrativo, proclamada por el párrafo primero del citado artículo 49.1. Así lo hemos mantenido en numerosas resoluciones (como referencia, con cita de otras, en la nº 200/2016, de 11 de marzo). Como se manifiesta en todas ellas, se considera que la aplicación supletoria de la LPAC (entonces LRJ-PAC) en materia de contratos públicos presupone siempre la existencia de una “laguna” legal o vacío normativo en la legislación contractual directamente aplicable. Tal situación no se da en absoluto en estos casos dado que el artículo 49.1 del TRLCSP ya citado, dispone claramente que contra las resoluciones dictadas en los procedimientos del recurso especial en materia de contratación sólo cabe el recurso contencioso administrativo, lo que excluye la posibilidad de interposición de cualquier otro recurso administrativo del tipo que sea y, entre ellos, del extraordinario de revisión. Si este recurso no se regula en la Ley de Contratos, se debe precisamente a que se excluye tajantemente su aplicación.
Procede en consecuencia la inadmisión de la solicitud objeto de la presente resolución.
DÉCIMO.- Sin perjuicio de lo anterior, cabe añadir, finalmente, que nuestra Resolución 38/2025, de 31 de octubre, objeto de la solicitud que estamos examinando, se fundamenta (FJ 8) en la indebida aplicación de la normativa de protección de datos como causa de exclusión por parte del órgano de contratación, cuestión oportunamente alegada por las recurrentes (XXXXXXXXX XXXXX) como motivo del recurso especial, y debidamente argumentada en la misma Resolución 38/2015. Pues bien, a esta cuestión el escrito de alegaciones presentado por XXXXXXX XXXXXX en el curso del mismo recurso especial, y que no fue considerado oportunamente por este Órgano Administrativo Foral, dedica, sin embargo, una referencia muy sucinta (motivo tercero) y limitada a dar por sentada la imposibilidad de subsanación de la documentación aportada en su momento por las promotoras del recurso especial y que sirvió de fundamento para su exclusión del procedimiento en vía administrativa. Comoquiera que, relación con este punto, las alegaciones de los solicitantes no añadían ningún argumento sustancial al debate que concluyó en la estimación del recurso especial, la omisión de su consideración no ha causado indefensión desde un punto de vista material.
Procede, en definitiva, calificar la solicitud presentada el día 13 de noviembre de 2025 por XXX XXXXXXXXXXXXXXXX como recurso extraordinario de revisión e inadmitirlo de acuerdo con lo expuesto en el anterior fundamento de derecho noveno.

En su virtud, este Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente
RESOLUCIÓN
PRIMERO.– Inadmitir el recurso extraordinario de revisión interpuesto el día 13 de noviembre de 2025 por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX contra la Resolución 38/2025, de 31 de octubre, que estimó el recurso especial interpuesto por XXXXXXX XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX contra el Acuerdo de 19 de junio de 2025, del Consejo de Administración del Instituto Foral de Bienestar Social, de “Adjudicación del expediente de contratación de los servicios profesionales para el asesoramiento y la defensa jurídica y judicial del Área del Menor y Familia”.
SEGUNDO.- No se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de sanción prevista en el artículo 58.2 de la LCSP.
Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
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